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Jairo Clopatofsky Ghisays

Senador de La República

PROYECTO DE LEY No.

“Por medio de la cual se regula la actividad de remolque y se dictan otras disposiciones”
EL CONGRESO DE COLOMBIA

En uso de sus facultades Constitucionales y Legales,

DECRETA:

CAPITULO I

Disposiciones Generales

Artículo 1°. Objeto de la Ley. La presente ley tiene por objeto regular la Actividad de Remolque dentro de aguas territoriales y Puertos Colombianos, la Reserva de Bandera, se fija un Régimen de Libre Competencia y de Competencia Desleal, se fijan competencias y facultades y se dictan otras disposiciones.

Artículo 2°. Definiciones:

2.1 Autoridad Marítima Nacional. Es la Dirección General Marítima, creada por el Decreto 3183 de 1952 y reestructurada por el Decreto-ley 2324 de 1984, y que ejerce las funciones señaladas en el artículo 1430 del Código de Comercio, en el Decreto-ley 2324 de 1984, en la Ley 658 de 2001 y en la presente ley.
2.2 Actividad de Remolque. Es una actividad marítima consistente en todas aquellas operaciones y servicios en maniobras, de asistencia, apoyo, transporte y salvamento que se prestan a naves y artefactos navales dentro de aguas territoriales y puertos colombianos, con un remolcador, efectuada por un sujeto calificado denominado Empresa de Remolque. La Actividad Marítima de Remolque se considera como una actividad conexa al Transporte Marítimo.

El Proyecto que someto a consideración, fue presentado en el pasado periodo del Congreso, por el Ex Senador Ramiro Luna Conde, Proyecto de ley 182 de 2005, por medio de la cual regulaba la actividad de remolque, el proyecto en mención fue aprobado por unanimidad en el Senado de la República, y en la  Cámara de Representantes por falta de tiempo y tratándose del año electoral se archivó.

Esta iniciativa es de vital importancia para toda la actividad marítima en general, conforme con lo establecido en la Ley 1ª de 1991 (Estatuto de Puertos Marítimos), las empresas que prestan los servicios de Remolque son catalogadas como Operadores Portuarios, calificación general que se conserva en el presente proyecto de ley.

La Industria Portuaria a nivel internacional, regional y nacional, amerita una urgente regulación normativa jurídica de carácter legal para lograr un Sistema Portuario acorde con la exigencia internacional y para lograr una Colombia más competitiva, dentro de una economía globalizada con un mercado de bienes y servicios cada día más excluyente.

La actividad marítima de Remolque consiste en todas aquellas operaciones y servicios en maniobras, de asistencia, apoyo, transporte y salvamento que se prestan a naves y artefactos navales, efectuadas dentro de aguas territoriales y puertos colombianos, con una nave mayor denominada remolcador.

2.4 Aguas Territoriales Colombianas. Son las aguas que, de acuerdo con el artículo 101 de la Constitución Política y con los Tratados Internacionales ratificados por Colombia, o en su defecto, conforme al derecho internacional, forman parte del territorio colombiano, especialmente el mar territorial, la zona contigua, la plataforma continental y la zona económica exclusiva.

2.5 Empresa de Remolque. Es la sociedad comercial, constituida conforme con las leyes colombianas y con domicilio principal en Colombia, cuyo objeto es el ejercicio de la Actividad Marítima de Remolque y que cuenta con licencia de explotación comercial expedida por la Autoridad Marítima Nacional y con registro ante el Ministerio de Transporte conforme con la Ley 1ª de 1991.

CAPITULO II
Actividad Marítima de Remolque

Artículo 3°. Interés Público y Seguridad Nacional. La actividad Marítima de Remolque es declarada de interés público.

Su ejercicio involucra el orden público y la seguridad nacional y del mismo depende la continuidad del servicio público de transporte marítimo y el funcionamiento continuo y eficiente de los puertos.

La actividad Marítima de Remolque debe prestarse de forma segura, continua, interrumpida y eficiente, con la infraestructura y equipos adecuados, que garanticen la seguridad de la vida en el mar, la seguridad de las embarcaciones, de las instalaciones portuarias, la protección del medio ambiente y el beneficio público de acuerdo con lo establecido en la presente ley.
Artículo 4°. Servicios. Mediante la Actividad Marítima de Remolque se prestan servicios tales como asistencia en maniobras de atraque, desatraque, fondeo, amarre a boyas, entrada y salida de diques, navegación por canales restringidos y movimientos dentro de áreas portuarias, remolque de artefactos navales en bahía, costanero, oceánico, búsqueda y rescate y operaciones de salvataje, apoyo en actividades de exploración, explotación y producción de hidrocarburos y de otros recursos naturales, servicios auxiliares y complementarios en las maniobras de asistencia, combate de incendios, manejo de anclas y muertos de boyas, asistencia en mantenimiento de instalaciones submarinas, asistencia en control de derrame de productos contaminantes y transporte, entre otros.
Artículo 5°. Uso Obligatorio de Remolcadores. El uso de remolcadores es obligatorio para naves con tonelaje de peso muerto (DWT) superior o igual a 2.000 toneladas en maniobras de atraque y desatraque, amarre a boyas, entrada y salida de diques y movimientos dentro de aguas territoriales y puertos colombianos.

Para este efecto, la Autoridad Marítima Nacional reglamentará el número y características de los remolcadores que se deberán utilizar en cada una de estas maniobras y operaciones.
Artículo 6°. Solicitud de Servicio. Los servicios de Remolque deberán ser solicitados directamente por el Capitán de la nave o en su defecto por el armador de este, o el Agente Marítimo, con el fin que se coordine la prestación eficiente y oportuna del servicio.
Artículo 7°. Licencia de Explotación Comercial. Toda empresa que pretenda desarrollar la Actividad Marítima de Remolque deberá contar con licencia de explotación comercial expedida por la Autoridad Marítima Nacional, para ello deberá:

Estar constituida conforme con las leyes colombianas, tener domicilio en Colombia y tener un capital suscrito y pagado no inferior a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, adicionalmente requerirá ser propietario, fletador a casco desnudo y/o arrendatario financiero de por lo menos un (1) remolcador matriculado en Colombia que cumpla con los requisitos operativos, técnicos y de seguridad que exija la Autoridad Marítima Nacional.

Igualmente dicha empresa deberá contar en forma permanente con pólizas de responsabilidad civil contractual y extracontractual o con cobertura de un Club de Protección e Indemnización, u otra asociación mutual, que ampare los riesgos propios de su actividad, con los amparos, coberturas y sumas aseguradas que se establezcan mediante la reglamentación de la presente ley.
Artículo 8°. Registro de la actividad Marítima de Remolque. La Autoridad Marítima Nacional establecerá un formato para el registro y reporte de las Actividades Marítimas de Remolque, el cual debe ser entregado impreso o vía electrónica en la Capitanía de Puerto por la empresa de Remolque dentro de las veinticuatro (24) horas hábiles siguientes a la terminación del servicio, este deberá estar firmado por el Capitán del Remolcador y el Capitán de la Nave.
Artículo 9°. Edad de Construcción. A partir de la vigencia de la presente ley los remolcadores que pretendan matricularse en el país deberán contar con una edad de construcción no superior a diez (10) años y estar debidamente clasificados por casa clasificadora internacional.
Artículo 10. Equipos. Los equipos mediante los cuales se desarrolle la actividad marítima de Remolque deben estar autorizados para tal efecto por la Autoridad Marítima Nacional.
Dichos equipos deberán cumplir de manera permanente con las condiciones operativas, técnicas y de seguridad que establezca la Autoridad Marítima Nacional mediante reglamentos.

Para verificar el cumplimiento de dichas condiciones operativas, técnicas, y de seguridad la Autoridad Marítima Nacional podrá valerse de sociedades internacionales de clasificación u organismos internacionales de inspección y calificación y por empresas de servicios marítimos debidamente inscritas, autorizadas, habilitadas y reconocidas por la Autoridad Marítima Nacional.
Artículo 11. Reserva de Bandera. Por razones de interés público, de orden público y de seguridad nacional, la actividad de Remolque dentro de aguas territoriales y puertos colombianos será prestada con naves de bandera colombiana y exclusivamente por las empresas de remolque definidas en esta ley salvo la excepción contemplada en los artículos 12 y 13 de esta ley.
Artículo 12. Excepción a la Bandera Colombiana. De manera excepcional, y caso por caso, la Autoridad Marítima Nacional podrá autorizar la prestación de servicios de remolque con naves que no estén matriculadas en Colombia, siempre que se cumplan los siguientes requisitos:
1. Que no exista nave matriculada en Colombia que sea apta para la prestación del servicio, y

2. Que el servicio sea prestado por una empresa de Remolque Nacional que cuente con los requisitos previstos en esta ley, dicha empresa asumirá la responsabilidad por la prestación del servicio, independientemente de quién sea el armador o el operador de la nave de bandera extranjera con la que se preste el servicio.
Artículo 13. Procedimiento de Autorización para Servicios de Remolque con Naves de Bandera Extranjera. Para obtener autorización para la contratación de servicios de remolque con nave de bandera extranjera, se observará el siguiente procedimiento:

1. El usuario interesado en la contratación del servicio presentará a la Autoridad Marítima Nacional las características de los equipos que requiere para la prestación del servicio; estas características serán únicamente, las que desde el punto de vista técnico resulten indispensables para la prestación del servicio. La Autoridad Marítima Nacional se pronunciará sobre la pertinencia de las características señaladas por el usuario.

2. La Autoridad Marítima Nacional certificará si existen naves matriculadas en Colombia que sean aptas para la prestación del servicio. En caso afirmativo, el usuario interesado deberá contratar la prestación del servicio con naves de bandera colombiana.

3. Si no existe nave matriculada en Colombia que sea apta para el servicio requerido, o si la nave de bandera colombiana apta para la prestación del servicio no se encuentra disponible, el usuario interesado podrá contratar el servicio con nave de bandera extranjera.

4. Para el efecto previsto en el numeral anterior, el usuario interesado deberá solicitar el servicio a una empresa de Remolque Nacional que cuente con los requisitos previstos en la presente ley mediante nave de bandera extranjera, luego de lograr un acuerdo al respecto, la prestación del servicio mediante nave de bandera extranjera será sometida a la aprobación de la Autoridad Marítima Nacional, quien proferirá una Resolución motivada al respecto, y verificará que la nave de bandera extranjera corresponda a las características señaladas por el usuario.

5. La empresa de Remolque Nacional que preste el servicio mediante nave de bandera extranjera asumirá la responsabilidad por la prestación del servicio, independientemente de quién sea el armador o el operador de la nave de bandera extranjera con el que se preste el servicio.

6. La autorización para la prestación del servicio de remolque con nave de bandera extranjera se otorgará por una sola vez y hasta por un término de seis (6) meses, el cual podrá ser prorrogado por una sola vez y por un período máximo de seis (6) meses adicionales, siempre y cuando el usuario demuestre que aún no está disponible nave de bandera colombiana que sea apta para la prestación del servicio. En todo caso dicha nave deberá ser plenamente identificada y cumplir con las condiciones operativas, técnicas y de seguridad exigidas a las de bandera nacional.

Parágrafo. En cualquier momento a solicitud de quien tenga interés en el asunto, la Autoridad Marítima Nacional podrá iniciar las investigaciones que correspondan, por violación de normas y procedimientos antes descritos, al cabo de las cuales siendo del caso ordenará la salida del país de dichas naves o artefactos navales dando un plazo no superior a cinco (5) días hábiles e impondrá multas de cien (100) a quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. Dichas investigaciones se someterán a un procedimiento esencialmente oral y deberán ser resueltas en un término no superior a sesenta (60) días hábiles, contados a partir de la solicitud.

CAPITULO IV
Inspección, vigilancia y control de la actividad
Marítima de Remolque
Artículo 14. Inspección, Vigilancia y Control. La inspección, vigilancia y control de la Actividad Marítima de Remolque, desde el punto de vista de la prestación del servicio y el desempeño comercial y financiero de las empresas de remolque, será ejercida por la Superintendencia de Puertos y Transporte.
Artículo 15. Vigilancia Operativa, Técnica y de Seguridad. La vigilancia sobre aspectos operativos, técnicos y de seguridad de la Actividad Marítima de Remolque dentro de aguas territoriales y puertos colombianos, será ejercida por la Autoridad Marítima Nacional, quien iniciará las investigaciones por su infracción e impondrá las sanciones correspondientes.
Las investigaciones y sanciones a que se refiere este artículo seguirán el procedimiento establecido en el Decreto-ley 2324 de 1984, las cuales deberán ser resueltas en un término máximo de seis meses, contados a partir del inicio de la investigación.
CAPITULO V
Régimen de libre competencia y competencia desleal
Artículo 16. Libertad de Competencia. La presente ley regula con carácter general la Actividad Marítima de Remolque. Conforme con lo dispuesto por los  artículos 84 y 333 de la Constitución Política para el ejercicio de esta actividad marítima no se podrán imponer ni exigir requisitos diferentes a los expresamente contemplados en esta ley. Las empresas de remolque que cuenten con los requisitos previstos en la presente ley podrán competir libremente en la prestación de servicios de remolque, sin que los usuarios, los operadores portuarios, los pilotos prácticos, las empresas de pilotaje, las agencias marítimas, o quienes administran, construyan, mantengan o quienes a cualquier título detenten los puertos de servicio público, puedan adoptar medidas tendientes a restringir o limitar esa posibilidad o exigir requisitos diferentes a los establecidos en la presente ley.
Artículo 17. Aplicación del Régimen General de Competencia. A quienes participen directa o indirectamente o afecten de cualquier manera el mercado de la Actividad Marítima de Remolque, les será aplicable el régimen general sobre prácticas comerciales restrictivas y de promoción de la competencia y de competencia desleal, contenido en la Ley 155 de 1959, el Decreto 2153 de 1992, la Ley 446 de 1998 y las normas que las deroguen, modifiquen o adicionen.

Además de los actos y acuerdos contrarios a la libre competencia contemplados en el régimen general de promoción de la libre competencia y prohibición de prácticas comerciales restrictivas, se considerarán como infracciones a la libre competencia los siguientes actos y acuerdos:

1. Todo acto que tenga por objeto o tenga por efecto impedir la participación de       las empresas de remolque, que cuenten con los requisitos previstos en la presente ley, en el desarrollo de la Actividad Marítima de Remolque dentro del mar territorial y Puertos Colombianos.

2. La exigencia de requisitos técnicos o características de los remolcadores y demás equipos, que no resulten necesarios para la adecuada prestación del servicio requerido.

3. Todo acto y todo acuerdo de los operadores portuarios, los pilotos prácticos, las agencias marítimas, o quienes administran, construyan, mantengan o quienes a cualquier título detenten los puertos de servicio público, que tenga como objeto o tenga como efecto impedir o restringir la participación de las empresas de remolque que cuenten con licencia de explotación comercial expedida por la Autoridad Marítima Nacional en la prestación de sus servicios.

4. La violación del régimen de incompatibilidades previsto en la presente ley.
Quienes cometan actos o celebren acuerdos contrarios a la libre competencia, conforme a lo establecido en esta ley, serán civilmente responsables frente a las empresas de remolque que cumplan con los requisitos previstos en la presente ley.
Artículo 18. Competencia Desleal. A la Actividad Marítima de Remolque le son aplicables las normas generales sobre competencia desleal contenidas en la Ley 256 de 1996 y demás normas sobre la materia.

Además de los actos constitutivos de competencia desleal consagrados en la Ley 256 de 1996, se considerarán como actos de competencia desleal las conductas descritas en el artículo anterior.

Quienes cometan actos de competencia desleal, conforme a lo establecido en esta ley, serán civilmente responsables frente a las empresas de remolque que cumplan con los requisitos previstos en la presente ley.
Artículo 19. Autoridades Competentes y Procedimiento. La Superintendencia de Industria y Comercio es la autoridad competente para investigar, sancionar y tomar las demás medidas administrativas que correspondan por conductas que contravengan las disposiciones sobre prácticas comerciales restrictivas y de promoción de la competencia y de competencia desleal en el mercado de las empresas de Remolque. Para el efecto, la Superintendencia de Industria y Comercio seguirá el procedimiento contemplado en la Ley 155 de 1959, el Decreto 2153 de 1992, la Ley 446 de 1996, la Ley 256 de 1996 y las normas que las modifiquen, adicionen o complementen.
CAPITULO VI

Conflictos de interés, incompatibilidades e inhabilidades

Artículo 20. Conflictos de Interés. Para maniobras de atraque y desatraque, amarre a boyas, entrada y salida de diques y movimientos dentro de aguas territoriales y puertos colombianos, los usuarios del puerto distintos de las empresas de Remolque, los pilotos prácticos, las empresas de pilotaje, las agencias marítimas, o quienes administran, construyan, mantengan o quienes a cualquier título detenten puertos de servicio público y sus administradores, directores, representantes legales y revisores fiscales tienen el deber legal de abstenerse de realizar cualquier operación cuando se encuentren en conflicto de intereses y de realizar cualquier operación que dé lugar al surgimiento de un conflicto de intereses con las empresas de Remolque.

La Superintendencia de Industria y Comercio podrá calificar de manera general y previa la existencia de tales conflictos respecto de cualquier empresa que participe en el mercado con las empresas de Remolque.

Artículo 21. Incompatibilidades. Para maniobras de atraque y desatraque, amarre a boyas, entrada y salida de diques y movimientos dentro de las aguas territoriales y puertos colombianos no podrán ejercer la Actividad Marítima de Remolque quienes desarrollen directa o por interpuesta persona las siguientes actividades:

a) Practicaje;

b) Agentes marítimos, agentes protectores y agentes generales de empresas de transporte marítimo;

c) El Capitán del Puerto o cualquier autoridad que rija la Actividad Marítima de Remolque.
Artículo 22. Tarifas de Servicio de Remolque. Solo las empresas de Remolque previstas en la presente ley pueden ofrecer tarifas para la prestación de los servicios de Remolque.
Artículo 23. Beneficiario Real. Para efectos de establecer la existencia de conflictos de intereses y las incompatibilidades se aplicará el concepto de beneficiario real. Se entiende por beneficiario real cualquier persona o grupo de personas que, directa o indirectamente, por sí misma o a través de interpuesta persona, por virtud de contrato, convenio o de cualquier otra manera, tenga respecto de una sociedad, capacidad de ejercer control, conforme con la ley.

Para los efectos de la presente ley, conforman un mismo beneficiario real los cónyuges o compañeros permanentes y los parientes dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad y único civil, salvo que se demuestre que actúan con intereses económicos independientes, circunstancia que podrá ser declarada mediante la gravedad de juramento ante la autoridad correspondiente con fines exclusivamente probatorios. Igualmente, constituyen un mismo beneficiario real las sociedades matrices y sus subordinadas.
Artículo 24. Sanciones. La Superintendencia de Industria y Comercio impondrá las sanciones previstas para prácticas comerciales restrictivas cuando se infrinja lo previsto en este capítulo respecto a conflicto de intereses, tarifas e incompatibilidades, siguiendo para ello el procedimiento contenido en el Código Contencioso Administrativo para actuaciones en interés particular y podrá establecer mecanismos para que se subsane la situación o se eviten perjuicios.

En todo caso, todas las operaciones, actos o contratos que se celebren en contravención a lo previsto en este capítulo respecto a conflicto de intereses, incompatibilidades e inhabilidades serán absolutamente nulas por objeto ilícito.

CAPITULO VII

Facultades de la Autoridad Marítima Nacional, reglamentación y disposiciones finales
Artículo 25. Facultades de la Autoridad Marítima Nacional. La Autoridad Marítima Nacional, expedirá los reglamentos técnicos, operativos y de seguridad que sean necesarios para llevar la Actividad Marítima de Remolque en los términos de la presente ley, velará por su cumplimiento e impondrá las sanciones que correspondan.

La Autoridad Marítima Nacional deberá expedir un reglamento de seguridad que regule la estancia y operación de los remolcadores en las aguas territoriales y puertos colombianos de cualquier tipo.
Artículo 26. Reglamentación. El Gobierno Nacional, ejercerá la potestad reglamentaria, para el desarrollo, implementación y aplicación de esta ley, teniendo en cuenta que se considera a la Actividad Marítima de Remolque conexa al transporte marítimo.
Artículo 27. Régimen de Transición. Quienes en la actualidad realizan Actividades Marítimas de Remolque tendrán un término de seis (6) meses, contados a partir de su promulgación para el cumplimiento de las disposiciones aquí previstas.
Artículo 28. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga todas las normas que le sean contrarias.

JAIRO CLOPATOFSKY GHISAYS

Senador de la República
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Jairo Clopatofsky Ghisays

Senador de La República

PROYECTO DE LEY No.

“Por medio de la cual se regula la actividad de remolque y se dictan otras disposiciones”
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
I. Antecedentes

El Proyecto que someto a consideración, fue presentado en el pasado periodo del Congreso, por el Ex Senador Ramiro Luna Conde, Proyecto de ley 182 de 2005, por medio de la cual regulaba la actividad de remolque, el proyecto en mención fue aprobado por unanimidad en el Senado de la República, y en la  Cámara de Representantes el proyecto 288 de 2006, que por falta de conocimiento  y conciliación se archivo.

Esta iniciativa es de vital importancia para toda la actividad marítima en general, conforme con lo establecido en la Ley 1ª de 1991 (Estatuto de Puertos Marítimos), las empresas que prestan los servicios de Remolque son catalogadas como Operadores Portuarios, calificación general que se conserva en el presente proyecto de ley.

La Industria Portuaria a nivel internacional, regional y nacional, amerita una urgente regulación normativa jurídica de carácter legal para lograr un Sistema Portuario acorde con la exigencia internacional y para lograr una Colombia más competitiva, dentro de una economía globalizada con un mercado de bienes y servicios cada día más excluyente.

La actividad marítima de Remolque consiste en todas aquellas operaciones y servicios en maniobras, de asistencia, apoyo, transporte y salvamento que se prestan a naves y artefactos navales, efectuadas dentro de aguas territoriales y puertos colombianos, con una nave mayor denominada remolcador.
Dicha actividad en la actualidad se encuentra regulada por la Ley 1ª de 1991, la Resolución 071 de 1997, expedida por el Superintendente de Puertos (Reglamento de condiciones técnicas de operación de los puertos), la Ley 658 de 2001 (por medio de la cual se regula la actividad marítima y fluvial de Practicaje) y su Decreto Reglamentario 1466 de 2004, el Decreto 1876 de 1998 (por medio del cual se otorga facultades a la Autoridad Marítima Nacional para inscribir y otorgar licencia a las personas naturales y jurídicas dedicadas a las actividades marítimas y de los reglamentos para el ejercicio de las mismas), el Reglamento 003 de 1991, expedido por la Dirección General Marítima, sobre el uso de remolcadores en los puertos marítimos del país, la Resolución 0138 de 2005, expedida por la Dirección General Marítima, sobre uso de remolcadores y criterios de seguridad en maniobras de asistencia, el Decreto 1423 de 1989 (por medio del cual se dictan normas en materia de naves), la Ley 730 de 2001 (Por medio de la cual se dictan normas para el registro y abanderamiento de naves y artefactos navales dedicados al transporte marítimo y a la pesca comercial y/o industrial) y por el Decreto-ley 2324 de 1984.

Sin embargo, nuestra legislación actual no es precisa, y  no regula aspectos relacionados con el tipo de empresa que debe prestar el servicio, los servicios que prestan las mismas, los equipos que deben utilizarse, los procedimientos en las excepciones a la Reserva de Bandera y su autorización, la determinación de competencias y facultades entre las autoridades del sector, un régimen de libre competencia y competencia desleal, conflictos de interés, incompatibilidades e inhabilidades, que este proyecto pretende hacer.

II. Derecho comparado

Es muy importante entender que Colombia no puede estar relegada en el aspecto legislativo en el tema de la regulación de la actividad de remolque, en países que fueron pioneros en el tema, como Estados Unidos de Norte América, en donde  la actividad acuática y  marítima de Remolque están sujetas a limitaciones en materia de trato nacional con arreglo a la Ley de la Marina Mercante de 1920, comúnmente conocida como Ley Jones. De conformidad con la Ley Jones, los astilleros estadounidenses son los únicos proveedores de buques para las rutas internas. El sustento de esta ley es la protección de intereses vitales en materia de seguridad nacional y la protección a las empresas nacionales.

En Venezuela, la Ley General de Marina y Actividades Conexas de 2002, contiene disposiciones sobre el servicio de remolque, encargando su regulación y vigilancia al Instituto Nacional de los Espacios Acuáticos. Conforme a esta ley, en Venezuela también se impone el uso obligatorio de remolcadores para las naves que arriben a sus puertos, con la excepción de las naves de las Fuerzas Armadas. 
La ley venezolana establece que los servicios de remolque para una nave sólo pueden ser solicitados por su capitán, por el agente naviero o por el representante del armador. La ley también regula aspectos técnicos, operativos y de seguridad de los servicios de remolque, así como aspectos relativos a su contratación. Las empresas de remolque deben estar previamente certificadas, al igual que sus equipos.

En Chile, el Ddecreto Ley Nº2.222l de 1978, ley de la Navegación, que regula toda la actividad marítima, ordena el uso obligatorio de remolcadores en todos aquellos puertos en que consideren indispensable su empleo para la seguridad de las maniobras, así mismo ordena utilizar remolcadores de bandera chilena.
En México La Ley de Puertos de 1993 y la Ley de la Navegación Mexicana de 1994 establecen que la prestación de servicios de remolque está reservada a empresas mexicanas y únicamente pueden ser utilizadas naves de bandera mexicana; en caso que no existan naves disponibles de las condiciones técnicas solicitadas, en todo caso la prelación para la prestación del servicio recae en cabeza de una empresa mexicana que se encargue bajo cualquier tipo de contrato de suministrar una nave de las condiciones solicitadas. Las empresas de remolque y sus remolcadores deben obtener un permiso de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, previa verificación del cumplimiento de aspectos técnicos, operativos y de seguridad del servicio de remolque. El remolcador, conforme a esta ley, constituye un elemento de seguridad de las embarcaciones y del puerto.

Analizando la anterior legislación internacional, podemos señalar las siguientes características de la regulación de los servicios de remolque:
·  El servicio de remolque es un elemento de la seguridad en la navegación y la prestación eficiente de los servicios portuarios y el servicio de transporte marítimo.

·  El servicio de remolque hace parte de la seguridad nacional, por eso es que existe reserva de bandera para los servicios de remolque. 

· Los servicios de remolque están restringidos a empresas nacionales.

· La actividad de remolque está sujeta a regulaciones de carácter técnico, operativo y de seguridad, por parte de la autoridad competente.
III. Contenido del proyecto de ley
Mediante el presente proyecto de ley, se pretende dotar al país de un instrumento eficaz, que regule la actividad de remolque, como actividad conexa al servicio público de transporte marítimo, cuya prestación en forma segura y continua contribuye al eficiente funcionamiento y al uso debido de las instalaciones portuarias, en relación entre la unidad de carga y la unidad de tiempo que existe en las operaciones de transferencia de la carga desde la nave a tierra y viceversa; así como lo contempla la Ley 1 de 1991 en su numeral 5.3., artículo 5.
Siguiendo la tendencia de la legislación internacional sobre la materia, y sobre todo, teniendo en cuenta que el remolque marítimo es una actividad especializada de la que dependen aspectos tan importantes como la seguridad nacional, la vida humana en el mar, la navegación, las instalaciones portuarias y el medio ambiente marino, el presente proyecto de ley establece que la actividad de remolque debe ser efectuada por un sujeto calificado, denominado empresa de remolque. Para este efecto, se dispone que las empresas de remolque deban organizarse como sociedades comerciales, constituidas conforme con las leyes colombianas y con domicilio principal en el país. La empresa de remolque debe, además, contar con licencia de explotación comercial expedida por la Autoridad Marítima Nacional, previo cumplimiento de requisitos de carácter técnico y de seguridad.En la actualidad solo empresas nacionales prestan el servicio de Remolque en el país. La actividad Marítima de Remolque es declarada de interés público y su 
La seguridad nacional es de vital importancia en la actividad marítima de Remolque por cuanto involucra aspectos vitales para la defensa y estabilidad de la Nación como son el transporte marítimo y los puertos colombianos, por ello todas las naves con las que se presta el servicio deben ser de bandera colombiana, constituyendo de esta forma la reserva naval del país, de tal forma que cuando las necesidades de defensa nacional lo requieran o circunstancias especiales lo exijan, el Gobierno Nacional podrá disponer de ellas, así como prohibir la permanencia o tráfico de embarcaciones en zonas navegables o portuarias.

La reserva de bandera no constituye una novedad legislativa, ya que la misma se encuentra consagrada en la actualidad tanto en el Decreto 1423 de 1989 como en la Ley 730 de 2001. Con el fin de que la reserva de bandera no represente una disminución de la oferta de servicios de remolque, el proyecto de ley consagra excepciones, cuando no exista nave matriculada en Colombia que sea apta para la prestación del servicio; en este caso, el servicio debe ser contratado con una empresa de remolque nacional, quien suministrará la nave de bandera extrajera que prestará el servicio, bajo su absoluta responsabilidad, previa autorización de la Autoridad Marítima Nacional, que examinará caso por caso, la pertinencia de las características técnicas de los equipos que se requieran para la prestación del servicio señaladas por el usuario.

El proyecto define la actividad Marítima de Remolque como una actividad conexa al transporte marítimo. En efecto, en la medida en que la Ley 658 de 2000 establece la obligatoriedad del uso del remolcador para las naves que ingresen, transiten o salgan de puertos colombianos y que tengan un tonelaje superior a 2.000 Toneladas de Peso Muerto (DWT), medida que es reiterada en este proyecto de ley, se hace evidente que no podría prestarse en forma adecuada y continua el servicio público de transporte marítimo, sin la garantía de que también estuviese disponible, en las mismas condiciones de seguridad y continuidad, el servicio de remolque.

Los equipos mediante los cuales se presta la actividad marítima de Remolque deben ser diseñados y construidos para tal fin y descritos por la Autoridad Marítima Nacional. El remolcador es un elemento de seguridad para la navegación, las instalaciones portuarias y el medio ambiente marino, así, presta soporte esencial en caso de presentarse, falla en el sistema de propulsión del buque, incendio a bordo del buque, cambio repentino de condiciones oceanográficas y meteorológicas, accidente, colisión o encallamiento, cambio en las condiciones de la maniobra que requieren asistencia, como elemento adicional escolta y asistencia en emergencias ambientales entre otras actividades.

A partir de la vigencia de la ley, los remolcadores que pretendan matricularse en el país, deberán contar con una edad de construcción no superior a diez (10) años y estar debidamente clasificados por casa clasificadora Internacional, ello se fundamenta en razones esencialmente técnicas y de seguridad basadas en el Convenio Internacional para la seguridad de la vida en el Mar de 1974-SOLAS--aprobado mediante Ley 8ª de 1980 y el convenio internacional para prevenir la contaminación por los buques, de 1973 denominado convenio MARPOL, aprobado mediante Ley 12 de 1981, conforme con los cuales tenemos para estos equipos, en relación con las especificaciones exigidas en los convenios antes mencionados, las siguientes ventajas, en caso de colisión los remolcadores de construcción moderna cuentan con mamparos de colisión, poseen sistemas de gobierno principal y de emergencia, vienen equipados con motores propulsores electrónicos de alto rendimiento y de baja contaminación que permiten tiempos de respuesta más rápidos, aplican tecnología de punta, en el ámbito de seguridad, cuentan con equipos de comunicación modernos capaces de apoyar operaciones mar afuera de búsqueda y rescate, equipos de puente y gobierno que debe poseer el remolcador conforme a su tipo y tonelaje de registro grueso, el equipo cuenta con las especificaciones técnicas mínimas definidas y aprobadas mediante Resoluciones de la Asamblea de la OMI, equipos (brazos eyectores de dispersantes, tanques de espuma para control de contaminación, monitores y bombas contra incendio) para conjurar cualquier emergencia que presente un buque con carga normal o cargas peligrosas. Mayor capacidad de empuje, el    -Bollard Pull- o capacidad de fuerza de tiro se mantiene, por ser sus máquinas más modernas. 
Igualmente, debe tenerse en cuenta que esta regulación sobre la edad de construcción hace que se mantenga el buen nivel general de equipos de las empresas colombianas que actualmente prestan este servicio, evitando así que ingresen al país equipos obsoletos que han sido rechazados en otros países, que pongan en riesgo la seguridad de los puertos, de la navegación, de la vida humana en el mar, el salvamento marítimo y la protección del medio ambiente marino.

Además es importante resaltar que en proyecto de ley se mantienen las mismas autoridades que actualmente regulan el sector portuario, como: el Ministerio de Transporte, la Superintendencia de Puertos y Transporte y la Autoridad Marítima Nacional (Dirección General Marítima, DIMAR). Sin embargo, este proyecto identifica plenamente dichas autoridades y sus funciones, con el fin de evitar los frecuentes conflictos de competencia que se han presentado en el sector. Es así como el Ministerio de Transporte se encarga de llevar el registro de los Operadores Portuarios, la Superintendencia de Puertos y Transporte, de la inspección, vigilancia y control de la actividad Marítima de Remolque desde el punto de vista de la prestación del servicio y el desempeño comercial y financiero por parte de las empresas de remolque y la Autoridad Marítima Nacional (DIMAR), en su carácter de entidad especializada, es la responsable de la vigilancia sobre aspectos operativos, técnicos y de seguridad de la actividad.

El proyecto de ley también se ocupa de establecer normas sobre la protección a la libre competencia y el control a los actos de competencia desleal en la actividad Marítima de Remolque. Al respecto, se reitera el principio constitucional de libre competencia en la prestación de los servicios de remolque, indicando que para el ejercicio de esta actividad marítima no se podrán imponer ni exigir requisitos diferentes a los expresamente contemplados en el proyecto y que las empresas de remolque que cuenten con los requisitos previstos en este proyecto podrán competir libremente en la prestación de dichos servicios, señala en forma expresa que los usuarios, los operadores portuarios, los pilotos prácticos, las empresas de pilotaje, las agencias marítimas, o quienes administran, construyan, mantengan o quienes a cualquier título detenten puertos de servicio público, no podrán realizar actos que restrinjan o limiten esta libertad o exigir requisitos diferentes a los establecidos en este mismo proyecto de ley. De este modo, se pretende que no existan interferencias indebidas de los participantes en el mercado de servicios de remolque, que puedan atentar contra la transparencia en el desarrollo del servicio, lo cual afectaría la seguridad de los puertos, de la navegación la continuidad del servicio público de transporte marítimo y el funcionamiento continuo y eficiente de los puertos.

De igual manera, se enfatiza en la aplicación de las normas generales sobre promoción de la libre competencia a la actividad Marítima de Remolque (Ley 155 de 1959, Decreto-ley 2153 de 1992 y Ley 446 de 1998), y se añaden unas conductas contrarias a la libre competencia, de especial aplicación en el sector, dirigidas a evitar la interferencia de los usuarios del servicio, de los operadores portuarios, de los pilotos prácticos y de los puertos de servicio público en la libre competencia en la prestación de servicios de remolque, bien sea mediante medidas de carácter discriminatorio, o bien mediante la exigencia de requisitos técnicos o características de los remolcadores que no sean necesarios para la prestación del servicio requerido.

De otra parte, en cuanto al régimen de competencia desleal, el proyecto de ley dispone la aplicación de las normas generales sobre la materia (Ley 256 de 1996), pero estableciendo como actos especiales de competencia desleal las mismas conductas señaladas anteriormente como contrarias a la libre competencia en la prestación y contratación de servicios de remolque.

Por último, el proyecto consagra que quienes cometan actos de competencia desleal o actos contrarios a la libre competencia serán civilmente responsables frente a las empresas de remolque que cumplan con los requisitos previstos en la presente ley.

El proyecto de ley establece un régimen de incompatibilidades que pretende preservar la independencia de la Actividad Marítima de Remolque, frente a otras actividades y evitar la configuración de conflictos de intereses en la contratación y prestación de servicios de remolque, que le restaría transparencia a la prestación de un servicio que el mismo proyecto declara de interés nacional, debido a su estrecha conexión con el servicio público de transporte marítimo, y porque involucra aspectos relacionados con la seguridad nacional, el orden público y la protección del medio ambiente. Con tal propósito, se establecen en la ley incompatibilidades para prestar servicios de remolque a quienes desarrollen, directamente o por interpuesta persona, actividades de practicaje, a los agentes marítimos, agentes protectores y agentes generales de empresas de transporte marítimo, así como al Capitán del Puerto o cualquier autoridad que rija la Actividad Marítima de Remolque.

Además de las funciones propias de la Superintendencia de Industria y Comercio en la aplicación del régimen de promoción de la competencia y control a los actos de competencia desleal, se otorgan expresas facultades a esta entidad para calificar, de manera general y previa, la existencia de conflictos de interés respecto del mercado de remolque y para imponer las sanciones previstas para prácticas comerciales restrictivas cuando se infrinja lo previsto en este proyecto sobre conflictos de intereses, tarifas e incompatibilidades.

También se otorga un término de transición para quienes en la actualidad desarrollan la Actividad Marítima de Remolque, estableciendo un plazo de seis meses para ajustarse a esta regulación.

Finalmente, se conceden facultades al Gobierno Nacional, para que ejerza la potestad reglamentaria, para el desarrollo, implementación y aplicación de este proyecto de ley.

Cordialmente, 

JAIRO CLOPATOFSKY GHISAYS

Senador de la República

